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Panel integrado por su presidenta la Jueza Domínguez 

Irizarry, la Jueza Rivera Marchand y el Juez Salgado 

Schwarz.  

 

Salgado Schwarz, Carlos G., Juez Ponente. 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de junio de 2022. 

 Comparece ante esta Curia Interior Systems Building 

Materials, LLC (ISBM) y la Sra. Lilliam Sánchez Rosario 

(en conjunto, parte peticionaria) y nos solicitan que 

revoquemos una Resolución y Orden emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan 

(TPI). Mediante el referido dictamen, el TPI denegó una 

solicitud de orden protectora presentada por la parte 

peticionaria. 

 Evaluados los escritos de las partes, así como los 

documentos que obran en el expediente, denegamos el 

presente recurso de certiorari. 

-I- 

 Exponemos un resumen de los hechos relevantes a la 

controversia ante nuestra consideración. 

 El 17 de junio de 2020, el Sr. Luis Córdova Dexter 

presentó una demanda sobre: Injunction, Acceso a 

Información, Remedio Sumario al amparo de la Ley General 

de Corporaciones y Acción Derivativa en contra de 

Interior Systems Group, Inc. (ISG), y el Sr. Midel Gómez 

Jorge.1 

 Luego de múltiples trámites procesales, el 30 de 

junio de 2021, ISG, el Sr. Midel Gómez y el Sr. Javier 

Gómez (en conjunto, los peticionados) presentaron una 

demanda contra terceros en contra de ISBM y la Sra. 

Lilliam Sánchez. En resumidas cuentas, alegaron que el 

 
1 Posteriormente la demanda fue enmendada, entre otras cosas, para 

incluir a Javier Gómez Durand, oficial y accionista de ISG. 
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21 de mayo de 2019, junto con el Sr. Luis Córdova crearon 

ISG como una corporación íntima con arreglo al Artículo 

14 de la Ley General de Corporaciones. Añadieron, que el 

Sr. Luis Córdova era coadministrador de ISG junto a éstos 

y que tanto el Sr. Luis Córdova como la Sra. Lilliam 

Sánchez, quien es la contralora de Cordex2, han tenido 

siempre pleno acceso a todos los récords y estados de 

ISG. Arguyeron, que para el 16 de diciembre de 2020, sin 

notificarles y sin el consentimiento de éstos, el Sr. 

Luis Córdova y la Sra. Lilliam Sánchez organizaron ISBM, 

con un nombre muy similar al de ISG, cuya similitud en 

el nombre no fue casualidad, y alegaron: (1) que lo 

hicieron con el propósito de dedicarse a la compra y 

venta de materiales de construcción para interior y 

exterior, en abierta y desleal competencia de ISG, y en 

medio de la controversia legal ante el TPI; (2) que a 

través de ISBM han provocado y causado que terceros 

confundan a ISG con ISBM; (3) han realizado compras a 

suplidores de ISG aprovechando la confusión; (4) han 

usurpado oportunidades de negocios que ISG pudo 

aprovechar; (5) han interferido ilícitamente con las 

relaciones contractuales entre ISG, sus suplidores y sus 

clientes; y, (6) debido a la interferencia ilícita, el 

principal suplidor de ISG le cerró el crédito obligando 

a ISG a pagar por adelantado toda nueva compra de 

inventario, afectando negativamente el flujo de caja de 

ISG. 

 Posteriormente, la parte peticionaria contestó la 

demanda contra terceros en la cual, entre otras cosas, 

aceptaron la creación de ISBM. No obstante, negaron 

 
2 Cordex Costruction Corporation es una compañía perteneciente al 

Sr. Luis Córdova, dedicada a la construcción de interiores y 

exteriores de edificios y residencias. 
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haber usurpado oportunidades de negocios de ISG o haber 

interferido en relaciones contractuales entre ISG, sus 

suplidores y clientes. 

 El 2 de febrero de 2022 se celebró una 

videoconferencia sobre el estado de los procedimientos. 

Surge de la Minuta, que las partes de epígrafe habían 

presentado ciertos escritos relacionados a la 

controversia sobre las contestaciones al interrogatorio 

cursado a la parte peticionaria y la Regla 34 de las de 

Procedimiento Civil. El TPI entendió que era necesario 

que se celebrara una reunión entre los abogados en cuanto 

a las controversias sobre el descubrimiento de prueba y 

le concedió un término a las partes para que presentaran 

una moción conjunta en cuanto a los interrogatorios que 

estaban pendientes. 

 El 9 de febrero de 2022, las partes presentaron una 

Moción Conjunta en Cumplimiento de lo Ordenado. En lo 

pertinente, la parte peticionaria sostuvo que reiteraba 

su objeción a las preguntas número 24 a la 43 del 

interrogatorio que le fuera cursado. Según surge de la 

referida moción, la contestación a las preguntas 24-33 

y 35-43 del interrogatorio fue la siguiente:  

“Se objeta por tratarse de materia 

privilegiada cobijada por el privilegio de 

secreto de negocio, y por no ser susceptible 

de ser descubierta por tratarse de información 

de naturaleza económica. La información 

solicitada es opresiva, se trata de una 

expedición de pesca y procura causar molestias 

indebidas en la parte.” 

 

 La contestación a la pregunta 34 del referido 

interrogatorio fue la siguiente:  

“La información solicitada es opresiva, se 

trata de una expedición de pesca y procura 

causar molestias indebidas en la parte y no 

guarda relación alguna con las alegaciones de 

la demanda contra tercero, y no es conducente 
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a obtener prueba admisible que pueda ser 

utilizada en un juicio.” 

 

 A dichos efectos, los peticionados presentaron una 

Moción en Cumplimiento de Orden y Bajo la Regla 34 de 

Procedimiento Civil. En esencia, sostuvieron que la 

parte peticionaria no cumplió con su obligación de 

demostrar los méritos de sus objeciones, descansando en 

reclamos genéricos, vagos y estereotipados, desprovistos 

de particularidad y fundamentos. Puntualizaron, que el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico (TSPR) ha resuelto que 

en caso de que el reclamo del privilegio sea de manera 

“genérica, vaga o mediante planteamientos 

estereotipados” se debía declarar sin lugar la objeción 

y ordenar la producción de la información solicitada.  

 Por su parte, la parte peticionaria presentó una 

moción en cumplimiento de una orden dictada por el TPI 

para que especificara las objeciones a ciertos 

interrogatorios, y solicitó además una orden protectora.  

Según surge de la misma, los fundamentos presentados 

para objetar las preguntas del interrogatorio en 

controversia fueron los mismos esbozados en la moción 

conjunta. Adujo, que levantó oportunamente el privilegio 

comercial y de naturaleza económica no susceptible de 

ser descubierta, y que los peticionados estaban 

realizando una expedición de pesca utilizando los 

mecanismos de descubrimiento de prueba como mecanismo de 

opresión de modo que excedía los parámetros 

jurisprudenciales de que el descubrimiento de prueba es 

amplio y liberal. Sostuvo además, que los peticionados 

estaban requiriendo información privilegiada que era 

secreto de negocio, información que incluía: 

comunicaciones con proveedores, información de cuentas 
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bancarias, información sobre cuentas por cobrar, pago de 

suplidores, las solicitudes de crédito sometidas por 

ISBM a todos los suplidores locales y del exterior para 

la compraventa de inventario o mercancía en Puerto Rico, 

el Caribe, Centro y Sur América, entre otros documentos 

que eran materia económica y privilegiada. 

 El 14 de febrero de 2022, el TPI dictó la Resolución 

y Orden de la cual recurre la parte peticionaria. En 

síntesis, el TPI concluyó que siendo la postura de los 

peticionados que la parte peticionaria creó ISBM junto 

a el Sr. Luis Córdova con el propósito de competir 

deslealmente con ISG; crear confusión entre sus clientes 

y suplidores; usurpar oportunidades de negocios de la 

corporación; y que su creación constituyó una violación 

a los deberes de fiducia ISBM para con ISG, la evidencia 

solicitada por los peticionados era pertinente. Añadió, 

que quedó demostrado que tenían una necesidad sustancial 

sobre la información solicitada y no se estableció 

específicamente que dicha información estuviera 

protegida por el privilegio de secretos de negocio. En 

consecuencia, ordenó a la parte peticionaria a descubrir 

lo solicitado en los interrogatorios del 24 al 43, con 

excepción al número 25 sobre los estados de cuenta. 

Además, advirtió a los peticionados que debían tachar la 

información relacionada a seguros sociales y fechas de 

nacimiento, y que no podían utilizar la información y 

documentación recibida para asuntos no relacionados con 

el caso. 

 La parte peticionaria solicitó reconsideración de 

dicha determinación, a cuya solicitud se opusieron los 

peticionados.  
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Finalmente el TPI declaró no ha lugar la solicitud 

de reconsideración y reiteró que la parte peticionaria 

no expuso con especificidad los elementos del privilegio 

que invocaba, por lo que no estaba presente 

circunstancia alguna que justificara el no permitir el 

alcance liberal del descubrimiento de prueba. 

Inconforme, la parte peticionaria presentó ante 

esta Curia el recurso de epígrafe en el cual alega que 

el TPI cometió el siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al 

denegar la solicitud de orden protectora sobre 

descubrimiento de prueba, a pesar de que la 

parte oportunamente invocó que se trataba de 

materia cobijada por el privilegio de 

negocios, información de naturaleza económica 

no susceptible de ser descubierta en esta 

etapa y a pesar de que se señaló oportunamente 

que se estaban utilizando los mecanismos de 

descubrimiento de prueba como una expedición 

de pesca y como un mecanismo para causar 

perturbación y molestias indebidas. 

 

 Contando con la comparecencia de ambas partes, 

estamos en posición de resolver. 

-II- 

A. 

El vehículo procesal de certiorari permite a un 

tribunal de mayor jerarquía a revisar discrecionalmente 

las órdenes o resoluciones interlocutorias emitidas por 

una corte de inferior instancia judicial.3 La 

determinación de expedir o denegar este tipo de recursos 

se encuentra enmarcada dentro de la discreción judicial.4 

De ordinario, la discreción consiste en “una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera”.5 Empero, el 

ejercicio de la discreción concedida “no implica la 

 
3 800 Ponce de León v. AIG, 205 DPR 163 (2020). 
4 Id. 
5 Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 (2014); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 
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potestad de actuar arbitrariamente, en una u otra forma, 

haciendo abstracción del resto del derecho.”6 

Ahora bien, en los procesos civiles, la expedición 

de un auto de certiorari se encuentra delimitada a las 

instancias y excepciones contenidas en la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1.7 La 

mencionada Regla dispone que solo se expedirá un recurso 

de certiorari cuando “se recurra de una resolución u 

orden bajo remedios provisionales de la Regla 56, 

injunctions de la Regla 57 o de la denegatoria de una 

moción de carácter dispositivo.”8  

Asimismo, y a manera de excepción, se podrá 

expedir este auto discrecional cuando: 

(1) se recurra de decisiones sobre la 

admisibilidad de testigos de hechos o 

peritos esenciales,  

 

(2) en asuntos relacionados a privilegios 

evidenciarios,  

 

(3) en casos de anotaciones de rebeldía,  

 

(4) en casos de relaciones de familia,  

 

(5) en casos revestidos de interés público o  

 

(6) en cualquier situación en la que esperar 

a una apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia.”9  

 

De otro lado, el examen de estos autos 

discrecionales no se da en el vacío o en ausencia de 

otros parámetros.10 Para ello, la Regla 40 de nuestro 

Reglamento establece ciertos indicadores a tomar en 

consideración al evaluar si se debe o no expedir un 

recurso de certiorari. Estos son: 

 
6 Id. 
7 Scotiabank v. ZAF Corp. et al., 202 DPR 478 (2019). 
8 800 Ponce de León v. AIG, supra. 
9 Id. 
10 800 Ponce de León v. AIG, supra. 



 
 
 
KLCE202200374    

 

9 

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación de 

la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

 

(D) Si el asunto planteado exige una 

consideración más detenida a la luz de los 

autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados. 

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración.  

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación indeseable 

en la solución final del litigio. 

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia.11  

 

Los criterios previamente transcritos pautan el 

ejercicio sabio y prudente de la facultad discrecional 

judicial.12 La delimitación que imponen estas 

disposiciones reglamentarias tiene “como propósito 

evitar la dilación que causaría la revisión judicial de 

controversias que pueden esperar a ser planteadas a 

través del recurso de apelación.”13  

B. 

Mediante el descubrimiento de prueba, las partes 

pueden obtener hechos, títulos, documentos u otras cosas 

que están en poder del demandado o que son de su 

exclusivo conocimiento.14 Como regla general, los 

tribunales de instancia gozan de una amplia discreción 

 
11 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
12 Mun. de Caguas v. JRO Construction, 201 DPR 703, 712 (2019). 
13 Scotiabank v. ZAF Corp. et al., supra, págs. 486-487; Mun. de 

Caguas v. JRO Construction, supra. 
14 McNeil Healthcare, LLC v. Municipio de Las Piedras, 2021 TSPR 33, 

206 DPR ____, citando a I. Rivera García, Diccionario de Términos 

Jurídicos, 3ra ed. Rev., San Juan, LexisNexis, 2000, pág. 70. 
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para regular el proceso de descubrimiento de prueba. Por 

ello, los foros apelativos no debemos intervenir con tal 

discreción salvo que medie prejuicio, parcialidad o 

error manifiesto en la aplicación de una norma procesal 

o sustantiva.15  

Un descubrimiento de prueba amplio y liberal es una 

herramienta valiosa y necesaria ya que, haciéndose buen 

uso de tal mecanismo, los procedimientos se aceleran, se 

propician las transacciones y se evitan las sorpresas 

indeseables durante la celebración del juicio.16 En 

cuanto al discutido mecanismo, la Regla 23 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 23 establece las 

disposiciones generales que lo regulan.  

Conforme a la Regla 23.1 de las de Procedimiento 

Civil, las partes podrán hacer descubrimiento sobre 

cualquier materia, no privilegiada, que sea pertinente 

al asunto en controversia en el pleito.17 

 El Tribunal Supremo de Puerto Rico (TSPR) ha 

definido el concepto materia privilegiada como aquella 

que se encuentra dentro del alcance de alguno de los 

privilegios reconocidos en las Reglas de Evidencia.18 

Esto como consecuencia de que los privilegios 

probatorios rompen con el propósito principal de las 

Reglas de Evidencia; “el descubrimiento de la verdad en 

todos los procedimientos judiciales.” Es decir, se 

reconoce la existencia de diversos intereses sociales 

que requieren protección y que, en ocasiones, pueden ser 

superiores a la búsqueda de la verdad.19 Por su función, 

 
15 Id, citando a Rivera y otros v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 154-

155 (2000). 
16 Id.; Casasnovas et al. v. UBS Financial et al., 198 DPR 1040, 

1054-1055 (2017). 
17 32 LPRA Ap. V. 
18 E.L.A v. Casta, 162 DPR 1 (2004). 
19 Ponce Adv. Med. v. Santiago González et al. 197 DPR 891(2017). 
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los privilegios impiden el descubrimiento de ciertos 

actos, hechos o comunicaciones.20 En consecuencia, los 

tribunales debemos interpretar la existencia de un 

privilegio probatorio de manera restrictiva para no 

entorpecer la consecución de la verdad en los procesos 

judiciales.21 Así pues, los privilegios no se concederán 

de manera automática y se reconocerán únicamente cuando 

se invoquen de manera certera y oportuna.22 

En Ponce Adv. Med. v. Santiago González et al., 

supra, el TSPR sostuvo, que la parte que se considere 

poseedora de cierta materia privilegiada cuyo 

descubrimiento se procura, deberá, tan pronto se 

solicite la información: (1) objetar la producción de 

los documentos, las comunicaciones o los objetos 

requeridos; (2) indicar expresamente el privilegio 

específico que pretende invocar; (3) exponer con 

particularidad los hechos concretos en los que se basa 

la aplicabilidad del privilegio; (4) fundar con claridad 

la existencia de los elementos legales del privilegio en 

cuestión, y (5) describir la naturaleza de la evidencia 

no producida de forma tal que, sin revelar la información 

privilegiada, permita a otras partes evaluar su 

reclamación.23 De no haber discrepancia entre las partes, 

en torno a la existencia y alcance del privilegio o de 

mediar un acuerdo entre ellas sobre cómo proceder con la 

información privilegiada, la intervención de los foros 

judiciales será innecesaria y el procedimiento de 

descubrimiento de prueba continuará de manera 

 
20 Id.; Pagán et al. v. First Hospital, 189 DPR 509 (2013). 
21 Id., págs. 518-519. 
22 Ponce Adv. Med. v. Santiago González et al., supra. 
23 Véanse además: Regla 23.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; 

Pagán et al. v. First Hospital, supra; 4 Graham's Handbook of 

Federal Evidence 7th Sec. 501:1 (2016). 
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extrajudicial. En cambio, si alguna de las partes se 

opone a la extensión del privilegio y acredita que 

realizó los esfuerzos de buena fe que exige la Regla 

34.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, el tribunal 

tendrá que resolver si el poseedor del privilegio 

estableció, mediante preponderancia de la prueba, los 

elementos del privilegio que invoca.24 Si el tribunal 

determinara que lo anterior quedó demostrado, la 

aplicación del privilegio dependerá de si está 

clasificado como absoluto o condicional. [Énfasis 

nuestro.]  

A dichos efectos en Ponce Adv. Med. v. Santiago 

González et al., supra, el TSPR sostuvo los siguiente: 

[…] 

“Un privilegio se denomina absoluto 

porque, una vez se cumplen los requisitos que 

lo constituyen, los tribunales carecerán de 

discreción para obligar a divulgar la 

información privilegiada. Por otro lado, los 

privilegios condicionales son aquellos cuya 

aplicación puede ceder ante intereses 

sociales, aunque se cumpla con los requisitos 

que lo constituyen. 

En cambio, si el reclamo de un privilegio 

se propugna de manera genérica, vaga o 

mediante planteamientos estereotipados, sin 

cumplir con las cinco exigencias 

pormenorizadas, el tribunal puede denegar la 

objeción y ordenar la producción de la 

información. Este no está obligado a realizar 

su propia búsqueda para precisar si, en 

efecto, existe evidencia privilegiada.” 

[Énfasis nuestro.] 

 

C. 

La Regla 513 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, establece 

lo siguiente:  

La dueña o el dueño de un secreto comercial o 

de negocio tiene el privilegio —que podrá ser 

invocado por ella o por él o por la persona 

que es su agente o empleada— de rehusar 

divulgarlo y de impedir que otra persona lo 

divulgue, siempre que ello no tienda a 

 
24 Ponce Adv. Med. v. Santiago González et al., citando a Pagán et 

al. v. First Hospital, supra. 
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encubrir un fraude o causar una injusticia. Si 

fuere ordenada su divulgación, el Tribunal 

deberá tomar aquellas medidas necesarias para 

proteger los intereses de la dueña o del dueño 

del secreto comercial, de las partes y de la 

justicia. [Énfasis nuestro.] 

 

Conforme a nuestro más alto foro, esta regla de 

evidencia reconoce el privilegio de secretos del negocio 

y su propósito es proteger el sistema de libre empresa 

al disponer que los dueños de secretos comerciales 

pueden rehusar divulgar, o impedir que otro divulgue, 

secretos importantes sobre su comercio o negocio, 

siempre y cuando ello no tienda a encubrir un fraude o 

causar una injusticia.25 En síntesis, este privilegio 

protege la información comercial de carácter 

confidencial. Asimismo, estimula el descubrimiento y la 

explotación de invenciones, impide que se sobrepasen los 

métodos de adquirir información de manera lícita y se 

incurra en espionaje industrial, protege la buena fe y 

evita la apropiación indebida del esfuerzo ajeno.26 No 

obstante, la Regla 513 de Evidencia, supra, no define 

qué es un secreto del negocio o comercial. Esto se debe 

a que existe consenso en que la explicación de lo que 

constituye un secreto del negocio recae en el derecho 

sustantivo comercial.27 

De otra parte, la Ley para la Protección de Secretos 

Comerciales e Industriales de Puerto Rico, 10 LPRA sec. 

4131 et seq. (Ley Núm. 80-2011), regula los aspectos 

 
25 Ponce Adv. Med. v. Santiago González et al., supra. 
26 Ponce Adv. Med. v. Santiago González et al., supra, citando: 26 

Wright and Graham, Federal Practice and Procedure: Evidence Sec. 

5642 (2016). 
27 Ponce Adv. Med. v. Santiago González et al., citando: Chiesa 

Aponte, Reglas de Evidencia de Puerto Rico 2009, op. cit, pág. 170. 

Véase, también, E.J. Imwinkelried, The New Wigmore a Treatise on 

Evidence: Evidentiary Privileges, 3ra ed., New York, Ed. Wolters 

Kluwer, 2016, Sec. 9.2.2, pág. 1761 ("To identify the types of 

Information protected under evidence law, the courts often use 

definitions of 'trade secrets' drawn from other, substantive bodies 

of law". 
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sustantivos de los secretos del negocio. Conforme a la 

exposición de motivos de la referida ley, la Asamblea 

Legislativa manifestó que los llamados secretos 

comerciales, también denominados secretos industriales 

o de negocio, "son útiles para proteger: (1) una 

invención que sea patentable durante el proceso de 

aplicación para dicha patente, (2) información que no es 

objeto de una patente o, (3) información que 

sencillamente no se pueda patentizar, así como procesos, 

métodos o mecanismos".  

La secc. 4132 de la Ley Núm. 80-2011 establece que 

se considera un secreto comercial, o secreto industrial 

toda información: (a) de la cual se deriva un valor 

económico independiente, ya sea un valor actual o un 

valor potencial, o una ventaja comercial, debido a que 

tal información no es de conocimiento común o accesible 

por medios apropiados por aquellas personas que pueden 

obtener un beneficio pecuniario del uso o divulgación de 

dicha información, y (b) que ha sido objeto de medidas 

razonables de seguridad, según las circunstancias, para 

mantener su confidencialidad. Será también parte del 

secreto comercial toda información generada, utilizada 

o resultante de los intentos fallidos realizados en el 

proceso de desarrollar el mismo. 

Por otra parte, la secc. 4133 de la Ley Núm. 80-

2011 dispone la adopción de medidas razonables de 

seguridad "para limitar el acceso a la información [que 

constituye un secreto comercial] bajo circunstancias 

particulares". Según dispone la ley, estas medidas 

razonables de seguridad se determinarán "de acuerdo a la 

previsibilidad de la conducta mediante la cual el 

secreto comercial pueda ser obtenido y la naturaleza del 
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riesgo de que se dé tal conducta, así como a la relación 

costo-beneficio entre la medida [...] y el secreto 

[...]".28 

Por su parte, la secc. 4139 de la Ley Núm. 80-2011, 

establece lo relacionado a la conservación del secreto. 

En lo pertinente al caso de marras, ante una acción 

presentada al amparo de la referida sección, el tribunal 

deberá preservar la confidencialidad del alegado secreto 

comercial o industrial y tomará las medidas que entienda 

que son necesarias, que podrán incluir, entre otras, 

emitir una orden protectora que asegure su 

confidencialidad, el celebrar vistas cerradas, mantener 

los expedientes de la acción sellados y ordenar a 

cualquier persona envuelta en el litigio a no divulgar 

el secreto comercial o industrial sin autorización 

previa del tribunal.29 

Antes de ordenar el descubrimiento de información 

designada por su dueño como un secreto comercial o 

industrial, el tribunal deberá determinar si la parte 

que solicita el descubrimiento tiene una necesidad 

sustancial de la información. Para fines de este 

capítulo se entenderá que existe una "necesidad 

sustancial", si están presentes las siguientes 

circunstancias:  

(1) Las alegaciones presentadas con el 

fin de establecer la existencia o ausencia de 

responsabilidad han sido presentadas de manera 

específica;  

(2) la información que se busca descubrir 

es directamente relevante a las alegaciones 

presentadas de manera específica;  

(3) la información que se busca descubrir 

es tal, que la parte que busca su 

descubrimiento quedaría sustancialmente 

perjudicada si no se le permite acceso a la 

misma, y  

 
28 Ponce Adv. Med. v. Santiago González et al., supra. 
29 10 LPRA sec. 4139(b). 
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(4) existe una creencia de buena fe de 

que el testimonio o evidencia que se derive de 

la información que forma parte del secreto 

comercial será admisible en el juicio.30 

 

El tribunal no ordenará acceso directo a bases de 

datos que contengan información que forme parte de un 

secreto comercial a menos que el tribunal encuentre que 

el proponente del descubrimiento no puede obtener dicha 

información por ningún otro medio y que la información 

no está sujeta a ningún privilegio.31  

A solicitud del dueño del secreto comercial o 

industrial, el tribunal puede condicionar el 

descubrimiento de dicho secreto comercial o industrial 

a la prestación de una fianza apropiada.32  

Ahora bien, todo secreto comercial o industrial 

descubierto al amparo de este capítulo, sólo podrá ser 

divulgado a las personas identificadas en la orden 

emitida por el tribunal, y sólo podrá ser usado o 

divulgado dentro del proceso judicial en el cual se 

autoriza su descubrimiento.33 Cuando se discuta o 

divulgue un secreto comercial o industrial en un juicio 

o vista, el tribunal ordenará el desalojo, de la Sala, 

de todas aquellas personas, cuya presencia no sea 

imprescindible para la continuación del proceso judicial 

y se permitirá al dueño obtener acuerdos de 

confidencialidad firmados individualmente por todas las 

personas que se encuentren presentes en Sala o sean parte 

de cualquier procedimiento en el cual se discuta, 

presente, o de cualquier otro modo se divulgue el secreto 

comercial, que no hayan otorgado previamente un acuerdo 

 
30 10 LPRA sec. 4139(c). 
31 10 LPRA sec. 4139(d). 
32 10 LPRA sec. 4139(e). 
33 10 LPRA sec. 4139(f). 
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de confidencialidad con el dueño del secreto comercial 

o industrial.34 

En síntesis, conforme a lo anterior, la Ley 80-2011 

provee para que, ante una solicitud de descubrimiento de 

una información que una parte alegue es secreto de 

negocio, el tribunal pueda tomar medidas para preservar 

la confidencialidad de éstos. 

Así pues, de un análisis de la Regla 513 de las de 

Evidencia, surge que la protección de los secretos de 

negocios no es incondicional, y dicho privilegio podrá 

ser superado si es invocado para encubrir un fraude o si 

su empleo causa una injusticia porque la parte que 

solicita el descubrimiento tiene una necesidad 

sustancial de la información privilegiada.35 A dichos 

fines, la Ley Núm. 80-2011 provee para que los tribunales 

tomen medidas razonables de seguridad de modo que al 

analizar si la información solicitada es confidencial o 

no, y de serlo, autorizar la producción de dicha 

información de manera que se preserve su 

confidencialidad. 

De otra parte, nuestro Tribunal Supremo ha 

establecido en cuanto a la información económica 

contenida en la planilla de contribución sobre ingresos, 

que aunque ésta no constituye materia privilegiada, 

tampoco está sujeta a descubrimiento indiscriminado, 

sino que sólo debe hacerse disponible la información 

pertinente. El promovente de la requisición de planillas 

de contribución sobe ingresos tiene el peso de demostrar 

la pertinencia y necesidad de tal descubrimiento.36 

 
34 10 LPRA sec. 4139(h). 
35 Véase, Ponce Adv. Med. v. Santiago González et al., supra. 
36 Alfonso Brú v. Trane Export, Inc. 155 DPR 158 (2001). 
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Como regla general, no procede este tipo de 

descubrimiento contra demandados en casos de daños y 

perjuicios, y tampoco cuando la razón del descubrimiento 

es revelar la capacidad económica de un deudor para 

satisfacer la sentencia que en su día pueda recaer contra 

éste. Cuando la condición económica de la parte no es un 

elemento de reclamación, tampoco procede este tipo de 

descubrimiento.37 

-III- 

Conforme al derecho antes reseñado, las 

resoluciones relativas al descubrimiento de prueba no 

están contempladas por la Regla 52.1, supra. Así pues, 

salvo que se cumpla algunas de las circunstancias 

enumeradas en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, no se justifica nuestra intervención. 

Es harto conocido que este foro apelativo solo 

intervendrá con el ejercicio de la discreción del 

Tribunal de Primera Instancia en aquellos casos en los 

que esté presente un craso abuso de discreción o que el 

tribunal haya actuado con prejuicio y parcialidad, o que 

se haya equivocado en la interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que 

nuestra intervención en esa etapa evitará un perjuicio 

sustancial. Lo anterior le impone a este Tribunal la 

obligación de ejercer prudentemente su juicio al 

intervenir con el discernimiento del foro primario. 38 

Tras haber evaluado los planteamientos de las 

partes, así como la Resolución y Orden recurrida, 

concluimos que no estamos ante una situación excepcional 

que amerite nuestra intervención en esta etapa de los 

 
37 Id. 
38 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 
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procedimientos. La determinación recurrida no denota un 

abuso de discreción por parte del TPI. Tampoco estamos 

ante una decisión errónea, en la que nuestra 

intervención evitaría un perjuicio sustancial.  

Conforme al derecho antes citado, concluimos que la 

determinación del TPI es razonable y está acorde con la 

jurisprudencia aplicable. La evidencia solicitada por 

los peticionados es pertinente a la controversia 

presentada en la demanda contra terceros y la parte 

peticionaria no logró establecer que dicha información 

estuviera protegida por el privilegio de negocio. 

En consecuencia, ante la ausencia de los criterios 

de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, o de 

algún otro de los contemplados en la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, supra, este Tribunal deniega la expedición 

del auto de certiorari. 

-IV- 

 Por los fundamentos expuestos, denegamos la 

expedición del auto de certiorari.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 
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